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	FUNCIÓN (PREVALENTE)
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	DENUNCIA E INVESTIGACIÓN: MINISTERIO PÚBLICO

	FGR
	
	Electo por la Asamblea Legislativa por mayoría calificada de los dos tercios de los diputados electos.

La destitución por causas legales también requiere mayoría calificada.

Durarán tres años en el ejercicio de sus cargos.

Podrán ser reelegidos. 


	Parte del Ministerio Público
	Fiscal General de la República

Fiscal General Adjunto

Fiscal Adjunto para Derechos Humanos 

Secretario General

Unidades Técnicas de Asesoría y Apoyo

Seis Divisiones: 

· División de la Defensa de los Intereses de la Sociedad, 

· División de la Defensa de los Intereses del Estado, 

· División de Investigación Financiera, 

· División de Administración General, 

· División Financiera Institucional y 

· División de Recursos Humanos.

Cuatro Fiscalías Regionales  
· San Salvador

· San Vicente

· Santa Ana 

· San Miguel 

Quince Fiscalías Subregionales: 

Apopa 

Mejicanos 

San Marcos 

Nueva San Salvador 

La  Libertad 

Soyapango 

Chalatenango 

Sonsonate 

Ahuachapán 

Cojutepeque 

Sensuntepequ 

Zacatecoluca 

San Francisco Gotera 

Usulután 

La Unión
	Defender los intereses del Estado y de la Sociedad.

Promover y ejercer la Acción Penal y la Acción de la Justicia en defensa de la legalidad, ya sea de oficio o a petición de parte. 

Dirigir la investigación del delito con la colaboración de la PNC. 

Nombrar, remover, conceder licencias y aceptar renuncias a los Fiscales de la Corte Suprema de Justicia, de las Cámaras de Segunda Instancia, de los Tribunales Militares, de los tribunales que conocen en primera instancia y a los fiscales de Hacienda.
	
	

	PGR
	
	
	
	
	
	
	

	DERECHOS DE CIUDADANÍA: PDDH
	1992
	Electo por la Asamblea Legislativa por mayoría calificada de los dos tercios de los diputados electos.

La destitución por causas legales también requiere mayoría calificada.

Durarán tres años en el ejercicio de sus cargos.

Podrán ser reelegidos.

Será inamovible durante el período para el cual ha sido elegido y tendrá durante el mismo, todas las garantías, derechos, prerrogativas y seguridades necesarias.  

* La fiscalización corresponde a la Corte de Cuentas de la República.

El Procurador rendirá anualmente a la Asamblea Legislativa un informe de labores en el que se detallará sus actuaciones en la protección de los derechos humanos.
	Parte del Ministerio Público. 

Organismo de carácter permanente e independiente, con personalidad jurídica propia y autonomía administrativa.
	Procurador

Secretaría General

Procuradores Adjuntos (Defensa de los Derechos Humanos, Derechos del Niño, de la Mujer, de la Tercera Edad, del Medio Ambiente, Económico-Sociales, etc.). 

Delegados departamentales
	Velar por la protección, promoción y educación de los Derechos Humanos y por la vigencia irrestricta de los mismos. 

Investigar de oficio o por denuncia que hubiere recibido.
	Recibir denuncias de violaciones de los DH, la cual puede ser presentada por escrito, en forma verbal o usando cualquier sistema de comunicación. Los procedimientos que se sigan ante la Procuraduría serán gratuitos, de oficio, breves y sencillos. 
Inspecciones. 

Supervisar la actuación de la administración pública frente a las personas. 

Ser notificada de todo arresto y vigilar la situación de las personas privadas de libertad. 

Elaborar y publicar informes con conclusiones y recomendaciones pública o privadamente. 

* Para el cumplimiento de las atribuciones del Procurador todos los días y horas son hábiles.
	

	FUNCIONARIOS

	INSTITUCIÓN SUPREMA DE AUDITORÍA:

CORTE DE CUENTAS
	1939

(Objeto de modernización en 1986). 

(1995: Ley de la Corte de Cuentas; 2002: paquete de reformas).


	El Presidente de la Corte y los Magistrados serán elegidos por la Asamblea Legislativa para un período de 3 años. 

Podrán ser reelegidos. 

No podrán ser separados de sus cargos sino por causa justa, mediante resolución de la Asamblea Legislativa. 

Cabe hacer notar que es el único funcionario electo por la Asamblea Legislativa con 43 votos favorables. 

* El Presidente de la Corte de Cuentas rendirá anualmente a la Asamblea Legislativa un informe detallado y documentado de labores. El control sobre el organismos de control debe ser realizado por la Asamblea Legislativa. 


	Organización independiente del Organo Ejecutivo, en lo funcional, administrativo y presupuestario.

La independencia de la Corte se fundamenta en su carácter técnico, y sus actuaciones son totalmente independientes de cualquier interés particular.

El Presidente, los Magistrados y Jueces de la Corte de Cuentas de la República, en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales son independientes y sólo deben sometimiento a la Constitución y a las Leyes. 

 
	Cámara de Segunda Instancia, presidida por el Presidente de la Corte

Cámaras de Primera Instancia

Para el cumplimiento de sus funciones administrativas, la Corte se dividirá en las unidades organizativas que establezca su Reglamento Orgánico-Funcional.
	Fiscalizar, en su doble aspecto administrativo y jurisdiccional, la Hacienda Pública en general y la ejecución del Presupuesto en particular.

Es competencia de la Corte el control externo posterior de la gestión pública. La Corte podrá actuar preventivamente, a solicitud del organismo fiscalizado, del superior jerárquico de éste o de oficio cuando lo considere necesario.

Están sujetas a la fiscalización y control de la Corte todas las entidades y organismos del sector público y sus servidores, sin excepción alguna, incluyendo entidades, organismos y personas que reciban asignaciones, privilegios o participaciones ocasionales de recursos públicos.

En el caso de entidades que esten sujetas a la vigilancia de la Superintendencia del Sistema Financiero o de la Superintendencia de Sociedades y Empresas Mercantiles, el control de la Corte podrá realizarse en coordinación con aquellas.
	Sistema Nacional de Control y Auditoría de la Gestión Pública (control interno, control externo, y control externo de la Corte de Cuentas).

Informes de las unidades de auditoría interna 

Informes de auditoría de la Corte de Cuentas

Juicio de Cuentas

Las ejecutorias condenatorias se pasarán al Fiscal General de la República.
	Se cuestiona la independencia política por el consenso requerido en los nombramientos, mediante la exigencia de mayorías calificadas y combinando la presencia de distintos partidos con un elevado grado de autoridad técnica e imparcialidad 
. Se necesita despolitizar. Con la modalidad actual, puede cambiar el signo partidario, pero no su sesgo, que contamina, al menos en la percepción, la objetividad de sus resultados.

Tiene una naturaleza mixta: administrativa (fiscalizadora) y jurisdiccional. Su transformación en contraloría supondría reforzar su papel fiscalizador. 

Los aspectos jurisdiccionales debería pasar a la Corte Suprema de Justicia.

Deben reforzarse las líneas de acción política y colaboración interorgánica en la lucha contra la corrupción. 

Medios jurídicos: el deber de colaborar de los funcionarios requiere una regulación detallada, explicitando la información que debería ser facilitada, así como los ilícitos penales en caso de incumplimiento si se resiste a colaborar o si falsea información. 

Ambito subjetivo de control: tener mayor alcance hasta las municipalidades. 

Ambito objetivo de control: creación de protocolos que aclaren los destinos ilícitos de los fondos manejados por las distintas autoridades públicas. 

Se considera aconsejable reducir la discresionalidad de las intervenciones de la Corte de Cuentas mediante algún tipo de previsión normativa indicada por la Asamblea Legislativa. Actualmente su intervención se da sólo ante determinados casos, por razones políticas. 

El número de sentencias determinantes de la existencia de responsabilidades no parece muy alto. 

Los problemas aparecen más de dinámica institucional que de marco normativo. 

	TRIBUNAL DE ETICA GUBERNAMENTAL
	2006
	Un cuerpo colegiado, integrado por 5 miembros propietarios: uno electo por la Asamblea Legislativa (que será el Presidente), otro designado por el Presidente de la República, otro electo por la Corte Suprema de Justicia, otro designado por el Presidente de la Corte de Cuentas de la República y otro electo por los titulares del Ministerio Público. ´

Durarán cinco años en el cargo, pudiendo ser reelectos. 

Ejercerán sus

funciones a tiempo completo y el cargo será incompatible con otro de la  administración pública. 

* El Tribunal, por medio de su Presidente, rendirá anualmente a la Asamblea Legislativa un informe detallado y documentado de las labores del Tribunal. Esta obligación deberá cumplirse en el mes de junio de cada año.

El incumplimiento de esta obligación dará lugar a la remoción de sus miembros.
	¿Autónoma en lo técnico y en lo financiero?
	Tribunal de Ética Gubernamental 

Comisiones de ética:

a) Asamblea Legislativa;

b) Presidencia de la República

c) Corte Suprema de Justicia;

d) Secretarías de Estado

e) Consejo Nacional de la Judicatura;

f) Corte de Cuentas de la República;

g) Ministerio Público;

h) Tribunal Supremo Electoral;

i) Instituciones autónomas o descentralizadas 
.

Una sola comisión de ética atenderá a todas las municipalidades del país y tendrá su sede en

COMURES 
.


	Cumplir la Ley que tiene por objeto normar y promover el desempeño ético en la

función pública; salvaguardar el patrimonio del Estado, prevenir, detectar y sancionar la

corrupción de los servidores públicos, que utilicen los cargos o empleos para

enriquecerse ilícitamente o cometer otros actos de corrupción.

Esta Ley se aplica a todos los servidores públicos, permanentes o temporales,

remunerados o ad-honorem, que ejerzan su cargo por elección, nombramiento o

contrato emanado de la autoridad competente, que presten servicio en cualquier

entidad estatal o municipal, dentro o fuera del territorio de la República.

*

El Ministerio de Educación incluirá en los contenidos curriculares de los diversos niveles académicos, el estudio de la presente ley y la importancia de los valores éticos y la responsabilidad de los servidores públicos.

Toda institución pública se asegurará que sus servidores públicos sin excepción dediquen una jornada laboral por año a leer, explicar y discutir los contenidos de esta ley.

Todo órgano superior de las instituciones públicas destinará una sesión por año de al menos cuatro horas a la lectura, explicación y discusión de esta ley.
	Todo ciudadano podrá interponer denuncia ante la comisión de ética respectiva o al Tribunal en contra de cualquier servidor público que existan indicios que en su actuación ha incumplido los deberes éticos o transgredido las prohibiciones de la presente ley.

Cuando la denuncia sea presentada ante las comisiones de ética ésta la

remitirá al Tribunal.

El procedimiento se someterá a las reglas del debido proceso.

El Tribunal dará aviso al Fiscal General de la República, para los efectos legales pertinentes.
	

	CONSEJO NACIONAL DE LA JUDICATURA
	1993 (que deroga Ley de 1989 y es objeto de reformas en 1999).
	Miembros son elegidos por Asamblea Legislativa con voto calificado de dos terceras partes.
	Organización independiente.


	Decisoria:Pleno y Presidencia. 

El Pleno está integrado por: a) Un representante de los Magistrados de Cámaras de 2ª Instancia y Jueces, b) Un abogado del Ministerio Público ( Fiscalía–Procuraduría General de la República y Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos), c) Tres abogados en el Libre ejercicio de la profesión, d) Un abogado docente de la Universidad de El Salvador, y e) Un abogado docente de las Universidades Privadas.

Asesora:Unidad Técnica Jurídica, Unidad Técnica de Planificación y Desarrollo, Unidad de Auditoria Interna y Unidad de Comunicaciones y Relaciones Públicas.

Operativa: Secretaría Ejecutiva, Gerencia General, Unidad Financiera Institucional, Unidad Técnica de Evaluación, Unidad Técnica de Selección, Escuela de Capacitación Judicial, Unidad Administrativa y Unidad de Informática.
	 Garantizar la objetividad e igualdad de oportunidades en la integración de las ternas de candidatos de Magistrados de Segunda Instancia y Jueces, así como la idoneidad de los mismos;

Propiciar mediante la evaluación de la actividad judicial de Magistrados yJueces, la eficiencia profesional y moralización de la administración de justicia; 

Colaborar con la Corte Suprema de Justicia en la administración de la Carrera Judicial en los aspectos señalados por esta ley en los casos que aquélla lo solicite; y,
Realizar en forma permanente estudios e investigaciones sobre el sistema de administración de justicia, a efecto de determinar las deficiencias e irregularidades del mismo, sus causas y posibles soluciones.
	Proponer candidatos para magistrados de Corte Suprema de Justicia y de Cámaras de Segunda Instancia y Jueces de Primera Instancia y Jueces de Paz.

Organizar la Escuela de Capacitación Judicial.
	

	MERCADO: CONSUMIDORES

	DEFENSORÍA DEL CONSUMIDOR 

	8 de octubre de 2005

(18 de agosto de 2005: la Nueva Ley de Protección al Consumidor 
).
	El Presidente de la Defensoría será nombrado por el Presidente de la República, por un período de cinco años y podrá ser reelecto por una sola vez.

El Presidente y demás miembros del Tribunal serán nombrados por el Presidente de la República, debiendo dos de ellos ser abogados de la República. Durarán cinco años en sus funciones, pudiendo ser reelectos por una sola vez.

* La Defensoría estará sujeta a la fiscalización de la Corte de Cuentas de la República; adicionalmente deberá contratar anualmente los servicios de una firma especializada para que realice autoría externa de sus actuaciones.


	Organización descentralizada, con personalidad jurídica, patrimonio propio, y autonomía en lo administrativo y presupuestario (presupuesto propio).
	Presidente
Consejo Consultivo 
Tribunal Sancionador  
Direcciones que establezca su reglamento interno, según las necesidades del servicio.
Unidades Administrativas que establezca su reglamento interno, según las necesidades del servicio.
	Promocionar, proteger, vigilar y hacer valer, con integridad e independencia, los derechos de los consumidores, mejorando el funcionamiento del Mercado.

Coordinar con otras instituciones del Ejecutivo, para que cumplan sus competencias.

Promover que las entidades públicas y privadas que prestan servicios públicos elaboren Cartas de Derechos de los Usuarios y las den a conocer a éstos.

Presentar propuestas al Órgano Ejecutivo en el ramo de economía, para la formulación de políticas de protección al consumidor y su plan de acción.
Las actuaciones se sujetarán a los principios de la legalidad, debido proceso, igualdad de las partes, economía, gratuidad, celeridad, eficacia y oficiosidad, entre otros.
	Defensoría del Consumidor: instrumentos técnicos y legales para encontrar productos que violenten los derechos de los consumidores (seguridad, no caducidad, información, etiquetado, calidad, pesos y medidas) y poder decomisarlos,

Carácter preventivo de la Ley a través de la educación, información y participación de los consumidores.

Sistema Nacional de Protección al Consumidor (Defensoría y otras entidades del Estado): velar sectorialmente por los derechos de los consumidores o vigilar a las empresas que operan con el público (atender denuncias); organizar redes de funcionarios, acreditar asociaciones de consumidores. 

Centro de Solución de Controversias
Medios alternos de solución de controversias en materia de consumo y procedimientos gratuitos, más ágiles y efectivos.

Tribunal Sancionador  

Se tipifican las faltas y sanciones a partir de la gravedad de las mismas. 

Se adicionan medidas cautelares como la suspensión temporal de la producción o distribución de un bien o servicio cuando se haya cometido una falta muy grave.
	

	MERCADO: ACTUACIÓN PRIVADA/ EMPRESAS

	SUPERINTENDENCIA DE COMPETENCIA
	2005 

(2004: Ley de Competencia). 
	La máxima autoridad de la Superintendencia será el Consejo Directivo conformado por el Superintendente y dos Directores, nombrados por el Presidente de la República.

El Superintendente y los directores durarán cinco años en sus funciones y podrán ser reelectos en sus cargos.

El Consejo Directivo se reunirá al menos una vez al mes o cuando las circunstancias lo hagan necesario. 

* La Superintendencia estará sujeta a la inspección y vigilancia de una firma de auditores externos que durará un año en sus funciones,

pudiendo ser designada para nuevos períodos, la cual rendirá sus informes al Consejo.

También estará sujeta a la fiscalización de la Corte de Cuentas de la República.
	Organización autónoma, con personalidad jurídica, patrimonio propio, de carácter técnico y que depende jerárquicamente de la Presidencia de la República.

Su autonomía comprende lo administrativo y presupuestario.


	Consejo Directivo

Superintendente 

Intendencia Legal: instrucción de los procedimientos administrativos

sancionatorios, iniciados por el Superintendente. 

Intendencia Económica: apoyo

Técnico-económico a la Superintendencia. 


	Promover, proteger y garantizar la competencia, mediante la prevención y eliminación de prácticas anticompetitivas que, manifestadas bajo cualquier forma limiten o restrinjan la competencia o impidan el acceso al mercado a cualquier agente económico, a

efecto de incrementar la eficiencia económica y el bienestar de los consumidores 
.

Quedan sujetos a las disposiciones de esta ley todos los agentes económicos, sean personas naturales, jurídicas, entidades estatales,

municipales, empresas de participación estatal, asociaciones cooperativas, o cualquier otro organismo que tenga participación en las actividades económicas.

La Superintendencia se relacionará con el Organo Ejecutivo a través del Ministerio de Economía.
	Cuenta con dos instancias:

Investigativa, a cargo del Superintendente, quien ostenta la representación legal de la institución.

Resolutiva, a cargo del Consejo Directivo, autoridad máxima, órgano colegiado presidido por el Superintendente.

El procedimiento ante el Superintendente se iniciará de oficio o por denuncia.

Para imponer sanciones, la Superintendencia tendrá en cuenta la gravedad de la infracción, el daño causado, el efecto sobre terceros, la

duración de la práctica anticompetitiva, las dimensiones del mercado y la reincidencia.
	

	SUPERINTENDENCIA DE ELECTRICIDAD
	
	
	
	
	
	
	

	SUPERINTENDENCIA DEL SISTEMA FINANCIERO
	
	
	
	
	
	
	

	SUPERINTENDENCIA DE VALORES
	
	
	
	
	
	
	

	SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES
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�   En esta y las demás limitaciones se sigue a lo planteado por FUSADES, 2005. 





�   Los miembros propietarios y suplentes serán nombrados, uno por el Ministro o jefe de la unidad o institución de que se trate; otro, por el Tribunal de Ética Gubernamental; y el tercero por elección de los funcionarios o empleados contemplados por esta ley que trabajen en la respectiva institución.





�   La comisión de ética que atenderá todas las municipalidades del país se integrara de la siguiente manera: un representante nombrado por COMURES; otro por el Tribunal de Ética Gubernamental y el tercero nombrado por el Presidente de la Corte de Cuentas de la República.





�   Reemplazó a la Dirección de Protección al Consumidor (DPC). Los diferentes sectores involucrados en la elaboración de la Ley, coincidieron en el diagnóstico y señalaron que la ley que rigió a la DPC, adolecía de vacíos que dificultan legislar a favor de los consumidores. Entre los principales vacíos se mencionan:


No contemplaba todos los derechos de los consumidores que las directrices de Naciones Unidas les otorga. 


Las multas estaban basadas en la reiteración de la falta y no en la gravedad. 


No existía una tipificación de las infracciones y sanciones. 


No poseía una estructura definida y una sistematización adecuada de la normativa. 


Poca autonomía de la DPC para defender los derechos de los consumidores. 


Falta de coordinación y efectividad de las distintas instituciones que sectorialmente tienen competencia para tutelar algún derecho de los consumidores.


�   La normativa anterior databa de 1992 que dio origen a la Dirección de Protección al Consumidor (DPC). 





�   Se incluyen: Prácticas anti-competencia, Acuerdo entre competidores, Prácticas anticompetitivas entre no competidores, Abuso de posición dominante y Concentración. 








